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a Secretaría de Trabajo de la 
Provincia de Córdoba dictó la 
conciliación obligatoria en el 

marco del conflicto salarial existente 
entre la Asociación Gremial de Em-
pleados del Poder Judicial (AGEPJ) y 
el Tribunal Superior de Justicia (TSJ).  

La medida rige por 15 días hábi-
les y puede prorrogarse otros 10 dí-
as hábiles más. 

La disposición retrotrae el es-
cenario al estado previo al inicio 
del conflicto.  

La Provincia resaltó que la medi-
da “impone el restablecimiento 
completo e inmediato del servicio 
público de Justicia en todas las cir-
cunscripciones de la Provincia”.  

Así, en la práctica, luego de 
unos cinco meses en los que el 
gremio realizó 27 paros y diferen-
tes medidas de fuerza, el servicio 
de Justicia se normalizará al me-
nos por el plazo en que se extien-
da la conciliación. 

Por lo pronto, la Secretaría de 
Trabajo, encabezada por Omar Se-
reno, citó a ambas partes para la 
primera audiencia de negociación 
presencial para este viernes a las 10 
de la mañana. 

La idea es que, a diferencia de 
otras conciliaciones por conflic-
tos gremiales de otra índole, en 
este caso la mesa de negociación 
estará integrada por el gremio, la 
patronal, o sea el TSJ, pero tam-
bién por algún miembro del Eje-
cutivo provincial. 

Aunque tal vez no desde la pri-
mera audiencia, fuentes consulta-
das por Comercio y Justicia consi-
deran clave que concurra un fun-
cionario del Panal, toda vez que si 
bien el TSJ es un poder autárquico, 
quien aporta los fondos con los que 
cuenta el Máximo Tribunal es, al fin 
y al cabo, el Tesoro provincial. 

La intención de las partes es que 
en el transcurso de la conciliación 
se firme el demorado acuerdo sala-
rial entre el gremio y el TSJ. 

Hay alternativas posteriores en 
caso de fracasar esa instancia, ví-
as que incluyen como último re-
curso que la autoridad laboral 
dicte un laudo, esto es una medi-
da que disponga un aumento sa-
larial y que las partes deben aca-
tar de manera obligatoria. 

No hay antecedentes de semejan-
te medida. De hecho, es excepcio-
nal una conciliación obligatoria en 
el marco de la Justicia de Córdoba. 

“Esto no daba para más”, se 
sinceró una fuente consultada 
por este medio. 

Claro que antes de dictar la me-

dida, hubo contactos con cada una 
de las partes para asegurarse que la 
conciliación iba a ser acatada. El 
TSJ siempre fue reacio a allanarse a 
esa herramienta, al entender que el 
Ejecutivo no podía inmiscuirse 
con un poder autónomo. 

Como fuere, hay dos elementos 
claves para destrabar el conflicto: 
por un lado que el Ejecutivo aporte 
más fondos para que el TSJ mejore 
la propuesta salarial y, por otro, 
que el gremio logre llevar a la mesa 
de negociación a sectores oposito-
res que incluso no integran la co-
misión directiva, esto es los deno-
minados autoconvocados. 

“Es una forma de que también 
paguen el costo, llegado el caso, de 
un eventual  rechazo en asamblea 
de la propuesta que eleve el TSJ”, 
confesó un informante. 

Los judiciales tuvieron ayer una 
asamblea general extraordinaria, 
que había sido convocada para de-
cidir las características de un nue-
vo plan de lucha, tras la aplicación 
de descuentos correspondientes a 
los días de paro. La asamblea ter-
minó definiendo el mandato para 
la mesa de negociación: una re-
composición salarial del 25%. 

El desencadenante de la inter-
vención de Trabajo fue la afecta-
ción del Poder Judicial y la eviden-
cia de que el conflicto se profundi-
zaría tras el descuento de cinco jor-
nadas de paro, sobre un total de 25 
medidas de fuerza en Capital y 27 
en el interior provincial. Las quitas 
sobre los sueldos de julio fueron de 
entre $200.000 y $450.000, y se avi-
só que se trataba de la primera de 
cuatro cuotas de descuentos. 

Un conflicto complejo 
La protesta de los empleados es 
salarial pero el reclamo tiene va-
rios componentes y hasta inclu-
ye el descontento de magistrados 
y funcionarios que no responden 
a la estructura de la Asociación 
que los nuclea y que también se 
apartaron y realizaron medidas 
como “autoconvocados”. 

La única negociación entre el 
TSJ y el gremio de los judiciales se 
dio en junio pasado en la Secreta-
ría de Trabajo. En aquella oportu-
nidad se trató de una concilia-
ción voluntaria, muy condiciona-
da por los tiempos impuestos por 
la AGEPJ. 

La oferta anterior del TSJ con-
sistía principalmente en un anti-
cipo de las etapas de la equipara-
ción de los sueldos con los de la 

Justicia federal. Todo indica que 
la Provincia reforzará la oferta pa-
ra quienes menos ganan: auxilia-
res y escribientes, pero el 25% que 
la asamblea impuso como objeti-
vo a la conducción de Federico 
Cortelletti. Con seguridad se in-
cluirán en la negociación el resto 
de las jornadas de paro pendien-
tes de descuentos. 

También es generalizado en la 
Justicia el reclamo por la elimina-
ción de los aportes personales ex-
traordinarios a la Caja de Jubilacio-
nes y al Apross. La mayoría tiene 
descuentos extra de 10% (ocho 
puntos para la Caja y dos para la 
cobertura médica). 

Tal como anticipó Comercio y 
Justicia, el gobernador Martín 
Llaryora ya tiene decidido cam-
biar la reglamentación de la ley 
11087 de emergencia previsional y 
bajar de ocho por ciento a seis por 
ciento el aporte máximo a la Caja 
de Jubilaciones, en línea con un 
reciente fallo del TSJ. 

Esa medida beneficiaría tam-
bién a magistrados y funcionarios 
del Poder Judicial, otro sector don-
de crecen las protestas contra el 
Gobierno. En ese caso, ya existe la 
equiparación con la Justicia federal 
y el reclamo se concentra en los 
descuentos extraordinarios. 

No obstante, la diferencia entre 
esos salarios y los de los empleados 
judiciales es muy abrupta. 

 
Colegio de Abogados 
Mientras tanto, el Colegio de Abo-
gados de Córdoba, que viene recla-
mando con insistencia la supera-
ción del estado de conflicto en Tri-
bunales, reiteró el pedido ante el 
presidente del TSJ, Domingo Sesin, 
y los vocales Jesica Valentini, Luis 
Angulo y Luis Rubio.  

Eduardo Bittar concurrió acom-
pañado por integrantes del direc-
torio para transmitir “la preocu-
pación por las implicancias que 
los distintos focos de conflicto tie-
nen para el ejercicio profesional 
de los abogados y, en definitiva, 
para los justiciables”. 

La entidad se ofreció, además, 
para participar de la negocia-
ción como tercero afectado por 
el conflicto. 

Asimismo, durante la reunión se 
analizaron los inconvenientes de-
tectados en el funcionamiento del 
SAC, herramienta informática para 
la labor diaria de abogados y abo-
gadas y para el adecuado desarro-
llo de la actividad judicial. 

No obstante, tras el dictado de la 
conciliación obligatoria, en la enti-
dad esperan que finalmente se lle-
gue a un acuerdo que ponga fin a 
un litigio sin precedentes y que se 
extiende ya durante cinco meses. 

Ahora, el gremio que nuclea a los trabajadores del sector y el TSJ negociarán  
el reclamo de mejoras salariales bajo el paraguas de ese instrumento legal.  
La medida rige por 15 días hábiles con posible prórroga. La herramienta busca 
poner fin a un dilatado conflicto que incluyó 27 paros, entre otras acciones.  
El Máximo Tribunal deberá ahora presentar una propuesta salarial superadora, 
asistido por el Ejecutivo. ¿Qué pasará si no hay acuerdo?

Trabajo dictó la conciliación obligatoria: 
se normaliza el servicio de justicia  
en Córdoba tras cinco meses
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